
Un trabajador con un impacto de bala
en la pierna izquierda y otro con lesio-
nes provocadas por golpes dejó el aten-
tado incendiario cometido poco antes
del mediodía de ayer contra una faena
forestal en el fundo Boyeco, en el sector
de Ancapi Ñancucheo, en Ercilla (La
Araucanía). En el ataque fueron quema-
dos un camión y una maquinaria.

El subprefecto de Carabineros en Ma-
lleco, teniente coronel Aldo Vittini, de-
talló que al lugar del atentado llegó una
camioneta con al menos dos personas.
“Estos, premunidos de armas de fuego,
golpearon e intimidaron a los trabajado-
res, con el resultado de que uno de ellos
fue herido de bala”, explicó.

La víctima fue trasladada hasta el
Cesfam de Ercilla. Posteriormente, pro-
siguió su atención en el Hospital de Vic-
toria. Anoche se evaluaba su derivación
hasta la Mutual de Temuco, dado que la

lesión ocurrió en su jornada laboral.
El seremi de Seguridad de La Arauca-

nía, Israel Campusano, expresó que
“condenamos cualquier acto que atenta
contra el trabajo y contra la paz en la re-
gión” y confirmó que el herido se en-
cuentra fuera de riesgo vital.

Conocido el ataque, el jefe de la ban-
cada de diputados de RN y parlamenta-
rio por la zona, Miguel Mellado, denun-
ció que “en La Araucanía disparan a ma-
tar contra los trabajadores”. Manifestó
que “hemos pedido de todas las formas
que se trabaje en seguridad y que se den
las facultades a las Fuerzas Armadas,
porque estamos bajo estado de excep-
ción”. Su par de Amarillos por Chile,
Andrés Jouannet, emplazó a la abande-
rada presidencial del oficialismo, Jean-
nette Jara, “a reconocer que existe terro-
rismo” en la zona. Agregó que “estos
hechos reafirman que no solo hay terro-
rismo, sino que también hay miedo y
falta el Estado de Derecho”.

Queman camión y maquinaria forestal:

Ataque incendiario en Ercilla
deja a un trabajador baleado

VÍCTOR FUENTES B.

Fuera de
riesgo. vital
Tras permane-
cer en el
Hospital de
Victoria,
anoche se
evaluaba el
traslado del
herido hasta
Temuco.
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El Servicio de Vivienda y Urbanis-
mo (Serviu) de la Región de Valpa-
raíso desestimó haber rechazado ad-
quirir las 1.862 viviendas eventual-
mente disponibles para damnifica-
dos por el megaincendio del 2 de
febrero del año pasado y que fueron
catastradas el mismo mes de la trage-
dia por la Cámara Chilena de la
Construcción (CChC).

La directora (s) del Serviu, Nerina
Paz, aseguró que ese catastro, elabo-
rado por el gremio a partir de infor-
mación aportada por sus socios a pe-
tición de las propias autoridades, in-
cluía inmuebles por sobre las UF
2.000 de precio por unidad, lo que es-
taba fuera del marco normativo de
valores del Minvu para estas emer-
gencias. Agregó que tampoco todas
cumplían con un tamaño correspon-
diente al estándar del Estado para las
familias afectadas, y que estas no qui-
sieron cambiarse de barrio y radicar-
se en comunas donde se desarrolla-
ban estos proyectos.

Por eso, el 2024 apenas 47 familias
optaron por esta oferta de viviendas
privadas y en lo que va de 2025, de
3.726 propietarios hábiles solo 110
están dispuestos a cambiarse de ba-
rrio, de los cuales 72 están asignados

a un proyecto habitacional. “Son
más de 3.500 las que no quieren
erradicarse, sino recuperar sus casas
y levantar sus barrios con mayor es-
tándar. Es lo que nos ha encomenda-
do el ministro”, dijo.

La existencia de ese stock de vivien-
das fue revelado el lunes a la comisión
parlamentaria investigadora de la re-
construcción posincendio por el presi-
dente regional de la CChC, Fernando
Bustamante. Este dijo que de ese gru-
po, 622 viviendas costaban hasta 2 mil
UF y otras 965 entre 2001 a 2500 UF,
por lo que, según él, podían ser com-
pradas con subsidios D19 del progra-
ma de integración social. 

Catastro de CChC hecho en el mes del megaincendio de Viña: 

Polémica por 1.862 viviendas
disponibles para damnificados 

Serviu regional dice que optó por comprar solo 47 de ellas ya que, dijo, 
la mayoría de los afectados no quiso abandonar sus propiedades. 
MAURICIO SILVA Según el Ser-

viu, en el catas-
tro se incluían
viviendas que
superaban las UF
2.000, pero
según la CChC, se
podían adquirir
con subsidio. 

622
viviendas del stock estaban bajo

las UF 2.000 límite de compra del
Serviu, según el catastro CChC. 

110
familias de las 3.726 habili-

tadas para los subsidios están
dispuestas a dejar sus terrenos y

cambiarse a los barrios de los pro-
yectos privados, según el Serviu.

“Vamos a hacer esta fiscalización todos los años, y
lo repito muchas veces, porque el objetivo es que (los

funcionarios públicos) lo dejen de hacer”. Así, la
contralora general de la República, Dorothy Pé-
rez, introducía a los diputados integrantes de la
comisión investigadora por licencias en el sec-
tor público cuáles serían los nuevos focos de
la entidad en la indagatoria administrativa
que realiza mediante el cruce de diversos
datos de entidades del Estado.

Esto, en el marco de la detección de 25
mil funcionarios públicos que salieron del
país estando con licencia médica.

Por ejemplo, Pérez señaló que se indaga
a empleados que durante períodos de repo-
so trabajaron en sus emprendimientos per-

sonales o en otros lugares de trabajo.

FISCALIZACIÓN ANUAL, INCLUYENDO CASINOS Y PARQUES NACIONALES

“Hemos recibido denuncias de funcionarios que llevan
dos años trabajando para otro empleador, pero que están
con licencia médica en el aparato público y deberían estar
en reposo”, sostuvo.

Pero además se encuentran en desarrollo nuevos tipos
de cruces de datos para dar con eventuales incumpli-
mientos e irregularidades.

“Estamos revisando funcionarios públicos que durante li-
cencias médicas hayan asistido a apostar a los casinos; fun-
cionarios públicos que durante su licencia médica, y la obli-
gación de hacer reposo, habrían ingresado a parques nacio-
nales; funcionarios públicos que durante su obligación de
guardar reposo en una región hubieran tenido una infracción
de tránsito en otra región”, explicó la contralora.

Así, sostuvo que “lo que más nos interesa es disuadir para
que la mayor cantidad de recursos públicos que se malgasta-
ban en esto vayan a la prestación de salud de la población

más vulnerable realmente”.
También Pérez planteó que otro punto importante para la

Contraloría es vigilar el proceso de recuperación de fondos en
el marco de licencias médicas.

“Iniciamos el 23 de junio de este año una auditoría coordi-
nada masiva con todas las unidades de control o auditorías
internas de la administración del Estado; o sea, con las uni-
dades de auditoría interna del mundo municipal, de los servi-
cios públicos, de las entidades centralizadas y descentraliza-
das, con el objeto de pesquisar la recuperación de los subsi-
dios por incapacidad laboral”, apuntó.

Y detalló: “Esta auditoría se va a desarrollar a través de una
plataforma informática nuestra que es un sistema de auditoría
interna que ponemos a disposición de todas estas unidades de
control interno, para que sea homologable y pueda tener repor-
tabilidad, y sea trazable el resultado y ver el monitoreo y el avan-
ce de cada una de esas auditorías en la administración”.

La contralora,
Dorothy Pérez,
expuso esta sema-
na ante la comisión
investigadora.
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Caso licencias médicas:

Subsecretaría de Justicia da
24 horas a Gendarmería

para que explique entrega
de información incompleta

a Contraloría 

Estas no son las
primeras irregulari-
dades que la Contra-

loría denuncia res-
pecto de la institu-
ción penitenciaria. 

No son pocas las irregularidades de-
tectadas en la institución penitenciaria
por la Contraloría General de la Repú-
blica en el último tiempo. Este año se
han conocido una serie de auditorías
realizadas por el órgano fiscalizador a
Gendarmería, cuyos informes han dado
cuenta de problemas en la trazabilidad
de armas y de sus registros contables; o
de dificultades en la fiscalización para el
ingreso de drogas, visitas y abogados.
También, en marzo de este año, se di-
vulgó un reporte respecto de los inhibi-
dores de señal diseñados para evitar lla-
madas telefónicas por parte de la pobla-
ción penal. No solo se identificó su mal
funcionamiento, sino que había casi
200 celulares de gendarmes con com-
portamiento anómalo.

Sin embargo, esta vez la contralora
general Dorothy Pérez fue al Congreso
Nacional por otro informe. La cita en la
que participó esta semana y que duró
cerca de dos horas tenía que ver con los
múltiples consolidados de informa-
ción circularizada efectuados por el ór-
gano fiscalizador referentes a eventua-
les irregularidades en la obtención y
uso de licencias médicas por parte de
funcionarios públicos. Allí, explicó a
los legisladores que componen la co-
misión investigadora en este caso los
detalles pertinentes a la materia, como,
por ejemplo, que 438 instituciones in-
formaron la apertura de cerca de 5.200
sumarios y que otras 359 no han repor-
tado si han abierto las investigaciones
pertinentes, por lo cual Contraloría ini-
ció el requerimiento a esos departa-
mentos invocando el artículo 9 de su
ley orgánica, la cual faculta a suspen-
der sin goce de remuneraciones a los
funcionarios que no cumplan con in-
formar lo requerido, según explicó la
misma Pérez en la comisión.

n Un caso “bastante delicado”
Casi al final de la exposición, que bor-

deó los 50 minutos, la contralora men-
cionó, sobre las instituciones involucra-
das, que “hay un caso que es bastante
delicado de una institución pública que,
cuando nosotros requerimos la infor-
mación de sus viajes y de las licencias
médicas, luego de los cruces que estába-
mos realizando, nos entregó la informa-
ción incompleta. Esto es, con algunos
funcionarios eliminados de la base de
datos, a pesar de que habían incurrido
en estas situaciones irregulares”. 

En ese sentido, Pérez profundizó que, al
detectar esta situación, “hemos requerido a
esa institución que nos entregue ese suma-
rio, lo vamos a hacer nosotros, porque co-
rresponde que sean investigados todos los
funcionarios y no solo algunos que sean es-
cogidos por esa institución”.

Más de una hora pasó para que, tras
una pregunta de la congresista Viviana
Delgado, la contralora revelara que la

institución “es Gendarmería de Chile”.
Sin embargo, aunque el mismo órgano
que encabeza hará la indagatoria admi-
nistrativa, advirtió nuevas limitaciones:
“Atendida la falta de atribuciones en es-
ta materia, cuando lo terminemos (el
sumario), se lo tenemos que enviar nue-
vamente a Gendarmería; entonces, esas
son el tipo de situaciones que quizás ha-
bría que evaluar normativamente”.

n Informe pormenorizado con
carácter de urgente

La exposición de Pérez generó que
temprano, la mañana de ayer, la Subse-
cretaría de Justicia, a cargo de la super-
vigilancia de Gendarmería, oficiara a la
institución penitenciaria.

En ese documento solicitaría “en
carácter de urgente” y “en un plazo
máximo de 24 horas” un informe por-

menorizado que explique cinco pun-
tos clave: la entrega de bases de datos
incompletas de funcionarios con li-
cencias médicas a la Contraloría Ge-
neral de la República; la dictación e
instrucción de sumarios administrati-
vos solo a una parte de los funciona-
rios identificados por el órgano con-
tralor, omitiendo a algunos funciona-
rios de este proceso; las acciones que
ha tomado la institución a objeto de
asegurar el inicio de la totalidad de los
procesos sumariales requeridos por el
órgano contralor; las acciones que ha
tomado la institución a objeto de
identificar y corregir las causas que
dieron origen a las situaciones denun-
ciadas, y las acciones que ha tomado la
institución en el caso de detectar irre-
gularidades, en la información envia-
da al órgano contralor.

n “Puede parecer marginal”, pero
“es aún grave”

Ayer en la tarde, fue el propio sub-
secretario de Justicia, Ernesto Mu-
ñoz, quien confirmo desde el Con-
greso la existencia del oficio. Ante la
irregularidad detectada, Muñoz ase-
guró que, “de manera preliminar, po-
demos informar de que Gendarmería
de Chile, ya el 25 de junio, realizó un
sumario administrativo frente a esta
omisión”.

Respecto del nivel de omisión, la au-
toridad detalló que, “según lo que preli-
minarmente se ha levantado, serían en-
tre cinco o seis de un total de 155 suma-
rios, por lo tanto, es una omisión que, si
bien es cierto, puede parecer marginal,
es aún grave”.

El subsecretario también comentó
que los involucrados serían de la planta
civil, puesto que Contraloría aún no
realiza el informe correspondiente a los
funcionarios ligados a Dipreca. En esa
línea, puntualizó que “hay 177 funcio-
narios, todos los funcionarios que están
involucrados en el oficio de Contraloría
para Gendarmería —en este caso, que
corresponden a la planta, tres funciona-
rios civiles de Gendarmería— están
siendo investigados”.

También desde el Congreso, el minis-
tro de Justicia y Derechos Humanos,
Jaime Gajardo, se refirió a los hechos, y
mencionó que “lo que señala la contra-
lora es un hecho grave, y, por lo mismo,
tenemos que determinar con precisión
si efectivamente se ocultaron antece-
dentes de los que se le enviaron a la
Contraloría”.

E. CANDIA Y O. RODRÍGUEZ 

El subsecretario de la cartera afirmó que existe un sumario por la
omisión que se añade a los 155 ya abiertos a petición del órgano contralor

para determinar la responsabilidad de 177 funcionarios.
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